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Cada día alguien llega al fin de su camino, los seres humanos son frágiles y 
finitos, esa es su belleza más preciada. Sin embargo, a pesar de esta realidad 
inevitable, en ocasiones los seres humanos deciden racionalmente privar 
arbitrariamente la vida de otra persona. Esto es lo que se conoce como la pena 
de muerte. Este artículo trata de humanizar esta realidad por medio de los 
derechos humanos, así que lo que se quiere es mostrar la postura adoptada 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos [Corte IDH] frente a la pena 
de muerte. Para poder conseguir esta meta se busca describir los aspectos 
generales de la pena de muerte y la relación entre ésta y los derechos 
humanos, utilizando la jurisprudencia de la Corte IDH. Se aplica un enfoque ius 
filosófico, haciendo uso del método hermenéutico, a partir de fuentes 
secundarias como la jurisprudencia y la doctrina.  
Palabras clave: Pena de muerte, Convención Americana, Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
ABSTRACT  
 
Every day someone reaches the end of its path, humans are fragile and finite, 
that is their most precious beauty. However, despite this inevitable reality, 
humans sometimes rationally decide arbitrarily deprive life of another person. 
This is what is known as the death penalty. This article attempts to humanize 
this reality through human rights, so what you want is to show the position taken 
by the Inter-American Court of Human Rights [Court HR] against the death 
penalty. In order to achieve this goal it seeks to describe the general aspects of 
the death penalty and the relationship between it and human rights, using the 
jurisprudence of the Court. ius philosophical approach is applied, using the 
hermeneutical method, from secondary sources such as jurisprudence and 
doctrine. 






La pena de muerte es una problemática nacional, regional y, hasta, 
internacional que suscita desmesurada controversia en la actualidad. Esto es 
así porque en la actualidad algunos Estados americanos están reconsiderando 
su aplicación, por ejemplo, Perú (FOWKS, 2016). En el país vecino, la actual 
Constitución contempla este castigo para los actos de terrorismo, pero no se 
aplica porque viola la Convención Americana. De ahí que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) juegue un papel relevante 
en esta problemática, pues desde su jurisprudencia ha confirmado que esta 
acción estatal viola diversos derechos de la Convención Americana. Empero, 
no existe un trabajo que ponga de presente diáfanamente la tesis adoptada por 
la Corte frente a este fenómeno tan mediático.  
Ahora bien, la hipótesis que se manejará en este artículo de reflexión es la 
siguiente: Los derechos humanos surgen con las revoluciones burguesas, pero 
tras la Segunda Guerra Mundial, son impulsados a nivel mundial por la ONU 
mediante diferentes instrumentos internacionales, con la finalidad de promover 
la paz y evitar guerras futuras. Así las cosas, en la mayoría de los 
ordenamientos jurídicos internos de los Estados latinoamericanos, así como, en 
el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, el derecho 
a la vida ocupa un lugar central. Es por este motivo que la Corte IDH en sus 
fallos ha abordado la cuestión de la pena de muerte como una acción estatal 
que viola los derechos humanos consagrados en la Convención Americana.  
Para alcanzar la meta propuesta en este artículo de investigación se ha 
propuesto un objetivo general y unos objetivos específicos que indican la 
dirección a seguir en este trabajo. Así pues, el objetivo general de esta 
investigación es establecer la postura adoptada por la Corte IDH frente a la 
pena de muerte. En concordancia con lo anterior, los objetivos específicos son 
los siguientes: i) Identificar los aspectos generales sobre la pena de muerte y ii) 
describir la relación entre la pena de muerte y los derechos consagrados en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
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La justificación del presente trabajo radica en la importancia que tiene el 
derecho a la vida en el ordenamiento jurídico tanto internacional como local. Si 
se sigue a Erazo Bustamante: “el derecho a la vida constituye un valor supremo 
cuya titularidad corresponde a todos los individuos de la especie humana y 
cuya violación es de carácter irreversible, ya que desaparece el titular de dicho 
derecho” (ERAZO BUSTAMANTE, 2011). Es por esto que el derecho a la vida 
como el más trascendental de los derechos humanos ha sido recogido y 
adoptado en las Constituciones Políticas y ordenamientos jurídicos de la 
totalidad de países democráticos del mundo. Además, los Estados han hecho 
un esfuerzo conjunto de blindar sus Constituciones por medio de diferentes 
Instrumentos Internacionales, con la finalidad de garantizar el derecho a la vida. 
En suma, el derecho internacional es uno de los principales impulsores de 
derechos humanos, entre ellos el derecho a la vida, en el mundo. En resumen, 
se trata de una investigación eminentemente teórica, puesto que trata de 
establecer la postura de la Corte IDH frente a la pena de muerte, a partir de su 
jurisprudencia.     
2. MARCO REFERENCIAL 
 
En el ámbito mundial, los principales tratados internacionales que abordan 
directa o indirectamente el tema de la pena de muerte son dos, por una parte, 
la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, documento adoptado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en donde, se recogen los 
derechos humanos considerados básicos, tomando como referente la carta de 
San Francisco del 26 de junio de 1945 (ONU, 1948). Por la otra, el Segundo 
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP), también, de la Asamblea General de las Naciones Unidas del año 
1989, donde se establece la abolición total de la pena de muerte (ONU, 1989).    
En el plano regional, se puede nombrar la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos del 22 de noviembre de 1969, documento base del sistema 
interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, así como, 
el Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la 
abolición de la pena de muerte del 06 de agosto de 1990, donde se “establece 
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la abolición completa de la pena de muerte, pero permite a los Estados 
mantenerla en tiempo de guerra si hacen una reserva a tal efecto en el 
momento de ratificar el Protocolo o adherirse a él” (ZAMUDIO, s.f.).  
En cuanto a la jurisprudencia de la Corte IDH, se pueden enunciar las 
siguientes sentencias que hacen referencia al tema objeto de estudio:  
i) Caso Hilaire, Constantine y Benjamín y otros vs. Trinidad y Tobago. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. “El caso se 
refiere a la responsabilidad internacional del Estado la imposición de la pena de 
muerte a 32 personas con respeto al debido proceso y acceso a un recurso 
judicial efectivo. Igualmente, las condiciones de detención eran contrarias al 
derecho a la integridad personal” (CORTE IDH, 2002).  
 
ii) Caso Boyce y otros vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2007. “El caso se 
refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la interposición de la 
pena de muerte en perjuicio de Lennox Ricardo Boyce, Jeffrey Joseph, 
Frederick Benjamín Atkins y Michael McDonald Huggin” (CORTE IDH, 2007).   
 
iii) Caso Raxcacó Reyes vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. “El caso se refiere a la 
responsabilidad internacional del Estado por la imposición de la pena de 
muerte al señor Ronald Ernesto Raxcacó Reyes sin un debido proceso, así 
como por las condiciones de detención en las que se encontró” (CORTE IDH, 
2005b). 
 
iv) Caso Dacosta Cadogan vs. Barbados. Sentencia de 24 de septiembre 
de 2009. “El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la 
condena a la pena de muerte en contra de Tyrone DaCosta Cadogan, así como 
por la falta de un debido proceso para cuestionar dicha sanción” (CORTE IDH, 
2009). 
 
v) Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. “El caso se refiere a la responsabilidad 
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internacional del Estado por la imposición de la pena de muerte a Fermín 
Ramírez sin haberse respetado un debido proceso” (CORTE IDH, 2005a).   
Finalmente, en cuanto a la doctrina referente a la pena de muerte el autor más 
destacado es NICETO BLÁZQUEZ FERNÁNDEZ de los cuales se puede citar tres 
obras fundamentales: “La pena de muerte según san Agustín” (BLÁZQUEZ, La 
pena de muerte según san Agustín, 1975); “Estado de derecho y pena de 
muerte” (BLÁZQUEZ, 1989), y “Pena de muerte” (BLÁZQUEZ, 1994). En estas 
obras se hace un abordaje de la pena de muerte en sentido jurídico haciendo 
uso del método histórico. Asimismo, se puede citar a JEAN IMBERT y su obra 
titulada “La pena de muerte” (IMBERT, 1993), en la cual no se expone una 
tesis novedosa, sino que el propósito del libro es llenar el vacío de información 
en cuanto a la forma como ha evolucionado la pena capital, abarcando los 
periodos históricos más importantes en la historia de la humanidad. Y 
finalmente, en el ámbito latinoamericano, se puede mencionar al padre LUIS 
HERIBERTO RIVAS, con su obra “La pena de muerte: ¿solución o desprecio por la 
vida?” (RIVAS, 2010), la cual es una contribución para una recta comprensión 
cristiana de la pena de muerte.   
3. ESTRATEGIA METODOLÓGICA 
 
En este acápite se busca exponer la forma, tipo y método de investigación, así 
como, las técnicas de recolección de información por medio de las cuales se 
desarrollará este trabajo. Por esta razón, esta es una investigación de carácter 
básico, más concretamente de orden ius filosófica, toda vez que, en la primera 
parte, se busca hacer una reflexión filosófica de los aspectos generales de la 
pena de muerte; mientras que, en la segunda, se propende hacer una 
valoración entre la pena de muerte y los derechos humanos, a partir de la 
jurisprudencia de la Corte IDH.  
Por consiguiente, se puede decir que esta es una investigación explicativa, 
pues lo que se propone es responder por el fenómeno de la pena de muerte, 
como elemento que vulnera los derechos humanos, así como, la 
fundamentación jurídica que utiliza la Corte IDH para asegurar que esto es así. 
En concordancia, con lo anterior, el método utilizado para desarrollar la 
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investigación propuesta es el hermenéutico, pues nos brinda las herramientas 
idóneas para la correcta interpretación de la jurisprudencia de la Corte IDH, la 
naturaleza de los derechos humanos, la pena de muerte y su relación o 
contradicción.             
Por último, en cuanto a las fuentes, técnicas e instrumentos de recolección de 
datos, se manejará fuentes secundarias, en el primer ítem artículos y libros que 
abordan el tema y en el segundo la jurisprudencia de la Corte IDH. En cuanto a 
las técnicas, siendo coherentes teóricamente, esta investigación hace un 
análisis de contenido de textos, tanto de doctrinantes reconocidos como 
normatividad de la Corte IDH en el tema objeto de estudio. Finalmente, en lo 
que refiere a los instrumentos, esta investigación se debe decir que se utilizó la 
observación documental, ya que se analizaron diferentes artículos científicos, 
libros de investigación sobre el tema y las sentencias proferidas por la Corte 
IDH.  
4. RESULTADOS  
 
4.1. Los aspectos generales de la pena de muerte  
  
Con el nacimiento de la humanidad, se puede decir, surge la pena de muerte. 
Claro está, no como se entiende hoy en día sino sujeta al panorama de la 
época. Por ello, lo primero que hay que hacer es ajustarla al contexto de 
nuestra sociedad. Una posible definición de la pena de muerte podría ser la 
siguiente “es la sanción jurídica capital, la más rigurosa de todas, consistente 
en quitar la vida a un condenado mediante los procedimientos y órganos de 
ejecución establecidos por el orden jurídico que la instituye” (CONTRERAS, 
2000, pág. 129). Ahora bien, con la evolución de los derechos humanos su 
restricción y abolición se hizo inminente, pues entra en contravía con el 
derecho humano fundamental, este es, la vida. 
En los primeros tiempos de la civilización, la pena de muerte era al mismo 
tiempo un castigo jurídico como una sanción religiosa. Por ejemplo, los egipcios 
o los hebreos castigaban los delitos relacionados con la idolatría, el homicidio, 
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la sodomía o el incesto, con la pena de muerte, por ser prácticas que atentaban 
contra las supremas autoridades celestiales. Más adelante en el periodo griego 
antiguo, los espartanos la instituían expresamente, verbigracia en las 
legislaciones de Dracón y de Licurgo, como máximo castigo a los delitos que 
atentaban contra el orden público. Sin embargo, en tiempos de Solón fue 
humanizada, restringiéndola únicamente a los delitos que atentaran contra el 
orden religioso, esto es sacrilegio y profanación, y contra el orden político. 
Paralelamente a los tiempos de Solón, el derecho romano instituyo esta figura 
jurídica en su legislación, a través de la Ley de las XII tablas, en sus tablas VIII 
y IX, para castigar los delitos asociados a la traición al pueblo romano 
(perduelio) o el parricidio (parracidĭum). “Con la consolidación de los grupos 
étnicos germanos y eslavos, cuya invasión a Europa central y meridional trajo 
como consecuencia la caída del imperio romano de Occidente en el siglo V de 
nuestra era, se difundió y generalizó el principio talional que era aplicado desde 
época inmemorial por casi todos los pueblos de Oriente” (CONTRERAS, 2000, 
pág. 130).  
No obstante, con la reaparición del derecho romano en el siglo XII, los sistemas 
penales germanos sufrieron una considerable transformación, abandonando 
lentamente el derecho penal individual para un derecho penal sancionatorio por 
parte de un poder público. Ciertamente, el florecimiento del cristianismo revivió 
la pena de muerte, materializado en la hoguera, como un castigo jurídico y 
religioso otra vez, como una forma de expiar los pecados y una sanción 
jurídico-punitiva. Entre los siglos XIII y XV, la pena de muerte abarcaba la 
sanción máxima para numerosos delitos, reflejada en diferentes cuerpos 
normativos de gran trascendencia como las Siete Partidas de Alfonso X que 
luego fue trasplantado a la legislación de Indias. 
Entrados ya en el periodo moderno, la aplicación de la pena de muerte en 
Europa era competencia restrictiva de los Estados, de los cuales Francia e 
Inglaterra jugaban un papel predominante debido a su gran rigor sancionatorio. 
En Francia su aplicación y forma de ejecución dependía de la clase de delito, 
ergo los delitos políticos eran castigados con el descuartizamiento mientras que 
delitos religiosos como la herejía se expiaban con la hoguera. En Inglaterra la 
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situación era muy similar, para los delitos comunes el castigo era la horca, 
pero, verbigracia, en los delitos de traición la sanción era el ahorcamiento para 
luego pasar a un descuartizamiento, que traía aparejado una pena accesoria 
de envilecimiento de sangre.   
En el siglo XVIII, bajo el influjo humanista de Cesar Beccaria y de las ideas 
contractualistas, se comienza a criticar en forma severa los efectos disuasorios 
de la pena de muerte, ya que con ésta “hace una impresión, que con su fuerza 
no suple al olvido pronto, natural en el hombre, aun en las cosas más 
esenciales, y acelerado con la fuerza de las pasiones” (BECCARIA, 2015, pág. 
58). Así pues, para los humanistas como Beccaria, no es la intensidad de la 
pena sino su extensión lo que produce los mejores efectos para el castigo de 
los delitos. En todo caso, cabe resaltar que para Beccaria la pena de muerte 
era aplicable en casos concretos, pero sobre esas excepciones volveremos 
más adelante.     
Por lo tanto, comienza su declive, pero no es sino hasta después de la 
Segunda Guerra Mundial que el mundo occidental por medio de tratados 
internacionales comienza su cruzada para proscribirla de los ordenamientos 
jurídicos, arguyendo que esta institución atenta de plano contra los derechos 
humanos, máxima reivindicación normativa del siglo XX, e institución sobre la 
cual todos los sistemas jurídicos contemporáneos se construyen. Este breve 
recuento expuesto hasta aquí nos permite entrar a analizar directamente los 
resultados propuestos en nuestro objetivo, porque realizada una sucinta 
contextualización se puede atar la explicación de los aspectos generales de la 
aplicación de la pena de muerte a periodos históricos determinados, lo que 
hace más fácil y valido su estudio.  
En la antigüedad nunca estuvo presente un análisis jurídico sobre la licitud o 
validez de la pena de muerte, es más con Platón se empieza esta tarea, pero 
no propiamente desde el terreno jurídico sino desde un campo más fértil, el 
filosófico. Para el filósofo griego, la pena de muerte era “un medio político para 
eliminar de la sociedad a un elemento nocivo y pernicioso” (CONTRERAS, 
2000, pág. 132). Está claro que para los griegos un elemento que definía su 
sociedad era que sus ciudadanos fueran útiles, esto es que fueran beneficiosos 
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y benignos, pero no entendidos desde la perspectiva religiosa, imperante en 
nuestros días, sino desde el buen ciudadano entendido como bueno y 
favorable para el desarrollo de la polis, estructura política definitiva de la 
sociedad griega. Por eso, la pena de muerte era una herramienta política que 
era utilizada para extirpar estos elementos dañinos y negativos de la sociedad. 
Sin duda alguna lo que aquí nos llama la atención es que esta sanción en sus 
inicios tenía un carácter político, en consecuencia, hasta los malos gobernantes 
estaban sujetos a ella. Como se verá posteriormente, la pena de muerte no 
puede ser aplicada, en los países donde está establecida, por delitos políticos o 
conexos a ellos, de acuerdo con lo prescrito en la Convención Americana. 
Siguiendo con este análisis, el primero que realizó un estudio iusfilosófico, 
aunque imbuido por una estela teológica, de la pena de muerte fue Tomás de 
Aquino, quien decía “todo poder correctivo y sancionatorio proviene de Dios, 
dueño de la vida y de la muerte, quien lo delega a la sociedad humana. El 
poder público puede, pues, como representante de Dios, imponer toda especie 
de sanciones jurídicas debidamente instituidas con el objeto de sanear los 
males sociales y defender la salud de la sociedad misma” (OXMAN VILCHES, 
2002, pág. 2). En tiempos de este autor, el poder político era el mismo poder 
religioso, reflejado en una institución sin precedentes, la Iglesia Católica. Con 
certeza su argumentación no variaba en mucho de la estudiada anteriormente, 
pues lo que se buscaba con la aplicación de la pena de muerte era eliminar 
ciertos elementos perniciosos de la sociedad para mantener con vida al resto 
de la sociedad. A pesar de esto, lo trascendental es apuntar en quién caía esta 
responsabilidad, como lo señala Aquino, es el poder de Dios en la tierra, o sea 
es alguien que representa en el mundo terrenal los deseos de Dios, quien 
puede hacer uso de esta sanción, pero como representante de Dios está 
exento de su propia auto-aplicación. Y es aquí donde se cree que la pena de 
muerte se convierte en una sanción inaplicable en el mundo moderno porque 
cuando ciertos elementos de la sociedad pueden estar exentos de su 
aplicación, sólo la injusticia puede reinar. Tal como quedó demostrado en el 
período medieval, cuando la Iglesia asesinaba y quemaba a granel a todo 
aquel que cuestionara su visión del mundo. 
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Esta idea de sociedad, incipientemente totalitaria, comenzó a ser criticada 
airadamente en el siglo XVI por el protestantismo, aquella corriente religiosa 
separada de la Iglesia Católica, fundada en las ideas de Martin Lutero. Y pues, 
en general, el Derecho por medio de la Escuela Clásica del Derecho Natural y, 
en particular, la institución de la pena de muerte no podría estar exenta de 
estas transformaciones. Uno de los principales autores de esta corriente fue 
Samuel Puffendorf quien afirmaba que no había lugar a una contradicción entre 
el pacto social y la pena de muerte. Señalaba que “un cuerpo social que se 
forma y organiza a través de la unión de una multiplicidad de individuos, tiene 
una organización, una voluntad y un conjunto de necesidades distintas y, por 
cierto, superiores al de los individuos que lo componen. Es entonces –decía– 
admisible que, en función de las necesidades sociales, […] tenga a veces que 
sacrificarse la vida de uno solo de ellos” (CONTRERAS, 2000, págs. 132-133). 
En esta misma línea pensaba el primer teórico abolicionista de la pena de 
muerte, Cesar Beccaria, que con su libro «De los delitos y las penas», abogó 
por una supresión de esta institución. Eso sí, existían excepciones a esta regla 
que defendía el jurista italiano, por ejemplo, cuando la vida de un hombre podía 
desestabilizar un gobierno legítimamente instituido o cuando eliminando a un 
peligroso delincuente se podía desintegrar una organización criminal. En cierta 
medida nos parece que la primera excepción, aunque influida por un discurso 
político elitista, castigar la conspiración contra el monarca, podría ser usado 
hoy para legitimar su aplicación a los gobernantes corruptos, que en el piélago 
de los recursos públicos actúan como piratas desangrando el patrimonio de la 
República, sin más restricción que la que impone un ordenamiento jurídico 
instituido por ellos mismos. Pero como se ha mencionado, el derecho a la vida 
prevalece por encima de cualquier sanción punitiva, lo que hace inviable una 
sanción de este tipo. 
En el siglo XIX, la corriente abolicionista se apaciguó un poco porque la 
escuela del Derecho Positivo, representada por juristas como Lombroso, Ferri y 
Garófalo, estaba a favor de su institución como forma de control social. Entre 




1) Por medio de ella se puede lograr el orden y la seguridad social por el 
tremendo impacto que genera en la sociedad. 
2) Que es un medio que erradica totalmente a los individuos, considerados 
enfermos socialmente, que no se pueden resocializar. 
3) Que por su rigor evita a los reos el sufrimiento de estar presos y 
confinados a la soledad. 
4) En consecuencia, los recursos que tendrían que ser invertidos en la 
resocialización del delincuente podrían ser utilizados en la atención de 
otros problemas sociales.          
Por su parte la corriente abolicionista, propende por la proscripción de la pena 
capital por cuanto atenta per se contra la existencia humana. También porque 
se hace evidente un impedimento de resarcir el daño cuando la condena ha 
sido injusta. Y, por último, al ser una regla es todo o nada, lo que impide que 
pueda ser graduada, condicionada o dividida. Aquí cabe resaltar que estos 
argumentos, retencionistas o abolicionistas, perduran inalterables hasta 
nuestros días, al punto que algunos teóricos afirman que es un debate agotado. 
Aclarando que la sociedad moderna ha optado por el camino abolicionista, sin 
perder de vista que la mayoría de las veces el basamento de esta decisión se 
hace a partir de argumentos políticos antes que jurídicos o filosóficos por un 
grupo social determinado.   
En la época contemporánea, el derecho a la vida de todo ser humano es “el 
fundamento de la mayoría de los ordenamientos jurídicos constitucionales 
modernos que reconocen, amparan y promueven la vida humana como valor 
individual esencial; de interés social supremo” (OXMAN VILCHES, 2002, pág. 
5). En otras palabras, la vida es el centro de la creación humana, la expresión 
de lo infinito limitado por lo finito, el termino espiritual en el marco de la 
corporalidad. Es lo que da significado al ser humano y a todos los derechos 
que de ella se derivan. Sin la vida es impensable la existencia humana, la 
trascendencia del ser. Es por esto que si el ser humano es un fin en sí mismo 
es contradictorio hacer uso de mecanismos que instrumentalicen la vida 
humana. Así pues, la justicia sólo puede ser alcanzada a partir del respeto a la 
vida. Aquellos que encuentran justicia en la pena de muerte confunden la idea 
de justo con la idea de venganza.  
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Así las cosas, es plausible afirmar que, aunque un delincuente que no respeto 
la vida de su víctima, tiene derecho a que se le respete la suya, ya que es una 
forma de evolucionar en pro de alcanzar una sociedad más digna, fundada 
sobre los derechos humanos, pues éstos son inherentes al ser humano. Es que 
“la ejecución de un delincuente sólo podría considerarse como una expresión 
de la justicia si ésta se sustentara en el principio de la retribución, cuyos 
orígenes los encontramos en la ley del talión: «ojo por ojo y diente por diente»; 
ello supondría que se debe sancionar al delincuente con un mal equivalente al 
del daño que causó” (DÍAZ-ARANDA & DE GONZÁLEZ, 2003, pág. 72). Sin 
embargo, en el mundo moderno hay que hacer un esfuerzo por la construcción 
de un orden penal justo y efectivo, que evite la impunidad, antes que el 
restablecimiento de la ley del talión, que como se ha demostrado en este 
primer apartado es ineficaz e injusta. 
Podemos concluir, aunque esta idea se expondrá más detalladamente en el 
siguiente acápite de este trabajo, que la posición que ha tomado el órgano 
judicial de la Organización de los Estados Americanos (OEA) sobre la pena de 
muerte, tiene por finalidad avanzar en este gran objetivo de la sociedad 
moderna, de construir una sociedad más justa y efectiva, partiendo del derecho 
a la vida como núcleo esencial de los ordenamientos jurídicos democráticos, 
motivo por el cual la Corte IDH a través de sus fallos tiende a restringir la pena 
de muerte, y con miras a proscribirla de los ordenamientos jurídicos de los 




4.2. La Corte IDH y su postura frente a la pena de muerte 
 
Una vez expuestos los aspectos generales de la pena de muerte se puede 
pasar a exponer los resultados planteados en el segundo objetivo, esto es 
describir la relación entre la pena de muerte y los derechos consagrados en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Como se pudo evidenciar 
en la primera parte del trabajo, la pena de muerte es una sanción que atenta 
contra la vida, el derecho más importante de todos porque de él se derivan 
todos los demás. De ahí la importancia de avanzar hacia la erradicación de la 
pena capital. Asimismo, como se ha expuesto a lo largo de este trabajo, lo que 
se busca es resaltar el punto de vista de la alteridad, del excluido, y pues, en 
este apartado se continuará con esta pretensión.  
Cabe resaltar que los tratados internacionales de derechos humanos son 
firmados por los Estados, en su calidad de sujeto internacional predominante. 
No obstante, los movimientos y grupos sociales pueden encontrar allí una 
opción para reivindicar sus intereses, en la medida en que la sociedad moderna 
avanza hacía una globalización sin precedentes, se hace necesario que los 
grupos subalternos trasladen su margen de acción a la arena internacional. 
Ahora bien, entrando en materia, se hace necesario empezar transcribiendo el 
artículo 4° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos:  
“Artículo 4.  Derecho a la Vida 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido 
por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado 
de la vida arbitrariamente. 
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los 
delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y 
de conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la 
comisión del delito.  Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la 
aplique actualmente. 
3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes 
conexos con los políticos. 
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5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del 
delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las 
mujeres en estado de gravidez. 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la 
conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos. No se 
puede aplicar la pena de muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante 
autoridad competente.”   
A partir de lo anterior, se puede exponer unos aspectos generales que permitan 
identificar más fácilmente la postura adoptada por la Corte IDH frente a la pena 
de muerte. En primer lugar, se puede evidenciar que el criterio general 
establecido por la Corte IDH es restrictivo porque en sus fallos limita la 
capacidad que tienen los Estados de aplicar esta sanción. Por ejemplo, la 
Opinión Consultiva OC-3/83 del 8 de septiembre de 1983 es el primer intento 
de la Corte IDH de restringir la pena de muerte. Según el artículo 4° este 
protege la vida, pues en su primer párrafo define de modo general este 
propósito para luego en los parágrafos siguientes explicar la aplicabilidad de la 
pena de muerte. En suma, a pesar de que los Estados puedan hacer uso de 
esta sanción, no la pueden aplicar en todos los casos ni a todas las personas, 
pues la Convención es clara en apuntar su limitación. 
En un análisis juicioso del primer párrafo del artículo 4° de la Convención es 
manifiesta la interpretación que hace la Corte al identificar un principio 
sustancial y otro procesal contenido en este derecho. Por un lado, “toda 
persona tiene derecho a que se respete su vida” (principio sustancial) y por el 
otro, “nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente” (principio procesal).  
En consecuencia, en el segundo párrafo de este artículo se hace un desarrollo 
de este principio procesal al establecer que los Estados que permitan la pena 
de muerte en su ordenamiento jurídico sólo podrán hacer uso de ella cuando: i) 
recaiga sobre los delitos más delicados; ii) para hacer cumplimiento de una 
sentencia ejecutoriada dictada por un organismo judicial competente conforme 
a la ley; iii) esta sea establecida previamente al delito cometido. Como lo 
señala la Corte en la citada Opinión Consultiva esto indica “el claro propósito 
de la Convención de extremar las condiciones en que sería compatible con ella 
la imposición de la pena de muerte en los países que no la han abolido” 
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(CORTE IDH, 1983, pág. 16). Así las cosas, se comienza a delinear más 
diáfanamente la posición restrictiva de la Corte IDH. 
Siguiendo con la exposición de estos aspectos generales, se puede indicar que 
la Convención Americana establece una limitación taxativa a los delitos que 
pueden ser objeto de pena de muerte. Por ello, los delitos políticos que sean 
conexos a éstos y los delitos leves o graves no podrán ser sujetos a imposición 
de pena de muerte por los Estados, en donde aún no se ha abolido esta 
práctica. Por supuesto, la exclusión de delitos políticos puede responder a la 
imposición de discursos de las elites dominantes que confeccionan este tipo de 
tratados internacionales, pues en Estados latinoamericanos donde los más 
graves crímenes asociados a la corrupción son perpetrados por los 
funcionarios de los cargos directivos y de mando de las Ramas del Poder 
Público es incomprensible su exclusión. Claro está, entendiendo la corrupción 
como un delito muy grave y no conexo a delitos políticos. Cabe aclarar que no 
se está haciendo una apología a la pena de muerte, sino que en el margen de 
reflexión que permite la academia, es incomprensible que en un Estado que 
permita su aplicación, un tratado internacional la impida, aun cuando las 
consecuencias de vivir en la miseria por causa de las acciones de los 
gobernantes corruptos, sean asumidas por los oprimidos. En todo caso, como 
se planteó en la primera parte de este trabajo, ética, política y jurídicamente no 
es la opción más válida para legitimar los intereses de una sociedad 
democrática moderna. Además, para reforzar este argumento cabe decir que la 
pena de muerte no puede ser aplicada para cualquier tipo de delitos, sino que 
por su delicadeza sólo podría ser aplicada en casos de homicidio, y 
dependiendo el caso concreto. 
Como se menciona en el Caso Boyce y otros vs. Barbados, Sentencia del 20 
de noviembre de 2007, la aplicación de la pena de muerte se circunscribe a los 
delitos más graves, excluyendo aquellos relacionados con afrentas políticas, 
individualizando la pena de acuerdo con los elementos del delito y la 
participación y culpabilidad del reo, sometiendo este procedimiento a las 
debidas garantías procesales. Como lo señala la Corte, “las disposiciones de la 
Convención respecto de la aplicación de la pena de muerte deben interpretarse 
[…] conforme al principio pro persona, es decir, a favor del individuo, en el 
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sentido de «limitar definitivamente su aplicación y su ámbito, de modo que 
ést[a] se vaya reduciendo hasta su supresión final»” (CORTE IDH, 2007, pág. 
15). Aquí cabe resaltar que el principio pro persona o pro homine es una 
categoría novedosa aplicada a los derechos humanos, donde la aplicación del 
derecho se hace en función de la condición material de humaneidad, esto es el 
corpus material que define al ser humano, diferenciándolo de otra especie vital, 
con miras a su pleno desarrollo en la sociedad. Por eso, la aplicación de la 
pena de muerte se restringe por la aplicación del principio pro homine, pues es 
impensable un pleno desarrollo del ser humano en la sociedad cuando está 
atado al castigo inminente de la muerte.       
En este mismo sentido, la Convención Americana impone unas limitaciones 
dependiendo la calidad de la persona imputable. Así pues, no se puede aplicar 
la pena de muerte a quienes tengan “menos de dieciocho años de edad o más 
de setenta, ni se les aplicará a las mujeres en estado de gravidez”. Esto es así 
porque los niños y jóvenes, los adultos mayores y las mujeres en estado de 
embarazo están más cerca del núcleo de protección al derecho humano a la 
vida. De ahí que la Corte señale que “en esta materia la Convención expresa 
una clara nota de progresividad, consistente en que, sin llegar a decidir la 
abolición de la pena de muerte, adopta las disposiciones requeridas para limitar 
definitivamente su aplicación y su ámbito, de modo que éste se vaya 
reduciendo hasta su supresión final” (CORTE IDH, 1983, pág. 17).  
Ahora bien, delineado este panorama general, se puede entrar a establecer la 
relación entre la aplicación de la pena de muerte y los derechos consagrados 
en la Convención Americana. El primero de ellos es el artículo segundo que 
reza así: 
“Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.” 
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Aquí lo que se busca establecer es la obligación que tienen los Estados de 
enmarcar su ordenamiento jurídico interno a las normas del presente tratado, 
haciendo que estas medidas sean efectivas (principio del effet utile), pues si un 
Estado está obligado a la expedición de leyes que permitan garantizar el 
debido ejercicio de los derechos enunciados en la Convención, más importante 
es no adoptar medidas legislativas que busquen desconocer u obstaculizar el 
ejercicio de tales derechos. En el caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros 
Vs. Trinidad y Tobago, el problema jurídico gira en torno a la responsabilidad 
internacional del Estado por la imposición de la pena de muerte a 32 personas 
sin el respeto al debido proceso y acceso a un recurso judicial efectivo, 
atentando, del mismo modo, contra el derecho a la integridad personal. En este 
caso la Corte IDH considera que  
[E]l Estado de Trinidad y Tobago debe abstenerse de aplicar la ley mencionada [Ley de 
Delitos contra la Persona de Trinidad y Tobago de 1925] y, dentro de un plazo razonable, 
debe modificarla, adecuándola a la Convención Americana y otras normas internacionales 
de derechos humanos, conforme a lo dispuesto por el artículo 2 de ésta, de manera que 
se garantice el respeto y el goce de los derechos a la vida, a la integridad personal, al 
debido proceso legal y a las garantías judiciales, consagrados en ese mismo instrumento 
internacional (CORTE IDH, 2002, pág. 68).     
Llegados a este punto, las normas jurídicas del orden interno nunca pueden 
contravenir las establecidas en un tratado internacional, siendo obligatorio que 
los Estados miembros de la Convención adecuen su normatividad para no 
afectar derechos humanos de sus ciudadanos. En cuanto a la pena de muerte, 
una condena que afecta el más esencial de los derechos humanos, se exige un 
mayor grado de control y restricción, de ahí que, en esta sentencia hito, la 
Corte haya dictaminado que se han violado diferentes derechos humanos entre 
ellos el establecido en el artículo 2° de la Convención. 
El derecho a la vida (art. 4°) es elemento obligado de esta relación porque la 
aplicación de la pena de muerte afecta el núcleo esencial de este derecho. Una 
primera situación para abordar esta relación puede ser cuando la persona ha 
sido protegida por las medidas provisionales de la Corte IDH, pero el Estado 
aplica la privación de la vida al reo. En primer lugar, hay que citar la norma que 





2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños 
irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las 
medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no 
estén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión. 
La Corte es enfática en afirmar que debe estarse en un caso de exagerado 
peligro e inminencia que haga inmediata la aplicación de medidas cautelares, 
so pena de la perpetuación de daños irremediables a la persona. Empero, a 
veces a pesar de esas medidas provisionales, el Estado arbitrariamente aplica 
la pena capital a los reos. Por ejemplo, en el caso, que citamos anteriormente, 
Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago, se presentó una 
grave violación de derechos humanos, pues el 25 de mayo de 1999 la Corte 
IDH otorgó medidas provisionales al señor Joey Ramiah, exhortando al Estado 
de Trinidad y Tobago adoptar las medidas necesarias para preservar su vida. 
Sin embargo, el 4 de junio de 1999 Trinidad y Tobago ejecutó al señor Ramiah. 
En dicha sentencia la Corte considero que “la ejecución de Joey Ramiah por 
parte de Trinidad y Tobago constituye una privación arbitraria del derecho a la 
vida. Esta situación se agrava porque la víctima se encontraba amparada por 
una Medida Provisional ordenada por este Tribunal, la cual expresamente 
señalaba que debía suspenderse la ejecución hasta que el caso fuera resuelto 
por el sistema interamericano de derechos humanos” (CORTE IDH, 2002, pág. 
65). Aunque, como esto no ocurrió se causó un daño irreparable al señor 
Ramiah, igualmente, se cometió una violación al artículo 4° de la Convención 
Americana. En suma, los Estados deben preservar la vida de los seres 
humanos, aún más cuando recaigan medidas provisionales sobre ellos.  
Dentro del artículo 4.1 de la Convención Americana se prohíbe la posibilidad de 
que el ordenamiento jurídico interno establezca la pena de muerte como 
sanción obligatoria, pues es violatoria de este instrumento internacional. Aquí 
es claro que lo que resalta la Corte es que el delito no puede ser castigado con 
una regla de todo o nada, porque al ser una decisión arbitraria, no es más que 
una analogía al ius talionis, que a lo largo de este trabajo ha sido criticado. En 
los Estados donde se establece la pena de muerte esta no puede ser aplicada 
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para toda clase de delitos sino como se ha señalado en este segundo acápite, 
para los delitos más gravísimos, porque de lo contrario se estaría violando lo 
reglado en la Convención. A continuación, transcribimos un aparte de una 
sentencia de la Corte que sintetiza muy bien esta situación,  
La privación intencional e ilícita de la vida de una persona (homicidio intencional o doloso, 
en sentido amplio) puede y debe ser reconocida y contemplada en la legislación penal, si 
bien bajo diversas categorías (tipos penales) que correspondan a la diversa gravedad de 
los hechos, tomando en cuenta los distintos elementos que pueden concurrir en ellos: 
especiales relaciones entre el delincuente y la víctima, móvil de la conducta, 
circunstancias en las que ésta se realiza, medios empleados por el sujeto activo, etc. De 
esta forma se establecerá una graduación en la gravedad de los hechos, a la que 
corresponderá una graduación de los niveles de severidad de la pena aplicable (CORTE 
IDH, 2002, pág. 44).     
Aquí lo que se quiere dar entender es que las conductas punibles deben tener 
graduaciones, es decir, que por la comisión de un delito cualquiera alguien 
pueda ser sentenciado directamente a pena de muerte, sino que la aplicación 
de la pena de muerte debe ser la ultima ratio, la última opción más no la 
primera. La pena de muerte no debe ser obligatoria sino facultativa, únicamente 
cuando se han cometido delitos muy graves.  
En concordancia con lo anterior, la pena de muerte no debe ser obligatoria, 
asimismo, sólo puede ser aplicada para los delitos más graves. Esta es una 
cuestión álgida porque cómo evaluar la gravedad de los delitos, es decir, un 
acto de corrupción puede ser considerado un delito común muy grave. La regla 
de la experiencia y el análisis jurídico consideran que la respuesta es negativa, 
pues los delitos comunes más graves son sólo aquellos que entrañan la 
pérdida de vidas humanas. Y, es más, la aplicación de la pena de muerte sólo 
podría aplicar para el caso concreto, es decir, no se puede generalizar esta 
regla para aplicarlo por analogía a otros casos similares. Al respecto, la Corte 
ha señalado que “es preciso reconocer la diversa gravedad de los hechos que 
permita distinguir los delitos graves de los «delitos más graves», es decir, 
aquellos que afectan más severamente los bienes de máxima importancia 
individual y social, y por ello merecen el reproche más enérgico y la sanción 
más severa” (CORTE IDH, 2005b, pág. 28). Teniendo en cuenta esto, los 
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grupos y movimientos sociales encuentran en la cadena perpetua una opción 
más viable para castigar a los políticos corruptos, antes que en la aplicación de 
la pena de muerte porque como se ha repetido hasta la saciedad en este 
trabajo, esta sanción es la más ineficaz e inútil de las penas.  
Saltando al numeral 4.6 la Convención Americana otorga la posibilidad al reo 
de pedir amnistía, un acto de clemencia, un derecho al perdón. Ahora bien, 
este artículo sólo puede ser interpretado en conjunto con los artículos 1.1 y 8 
que rezan así: 
Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos 
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  
[…] 
Artículo 8.  Garantías Judiciales  
 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 
de cualquier otro carácter.  
 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona 
tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:  
 a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;  
 b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;  
 c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de 
su defensa;  
 d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor 
de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;  
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 e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí 
mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;  
 f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener 
la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre 
los hechos;  
 g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y  
 h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.  
 3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza.  
 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por 
los mismos hechos.  
 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los 
intereses de la justicia.  
En palabras de la Corte, “el derecho de gracia forma parte del corpus juris 
internacional, en particular de la Convención Americana y del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Para estos efectos, dichos 
tratados internacionales de derechos humanos tienen preminencia sobre las 
leyes internas” (CORTE IDH, 2005a, págs. 57-58). Esto es de vital 
trascendencia en un ordenamiento jurídico que encuentra basamento en los 
derechos humanos, pues el perdón es el único valor que permite evolucionar a 
las sociedades modernas. La capacidad racional del Estado de indultar a un 
reo o de conmutar una pena por otra menor son garantías del mundo moderno, 
columnas que permiten el desarrollo humano más democrático. En estos 
tiempos, el derecho de gracia ya no tiene un efecto meramente graciable, sino 
que tiene efectos jurídicos, ya que tiene la posibilidad de trasformar el orden 
público. En la mayoría de los Estados, esta potestad radica en cabeza del jefe 
de Estado, esto es el presidente. Además, como se evidencia en los artículos 
transcritos el procesado tiene un derecho sustancial a que se le respeten sus 
derechos y otro derecho procesal a ser oído, garantizándole la oportunidad de 
solicitar un acto de clemencia. 
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Por otra parte, la aplicación de la pena de muerte no es un acto metafísico, en 
donde la persona es condenada a muerte y a continuación, yace muerta por 
obra y gracia de la Santísima Trinidad, sino que exige la ejecución de un acto 
material que la mayoría de las veces afecta la integridad personal de los seres 
humanos. En términos jurídicos, la integridad personal es un derecho 
fundamental que garantiza que las personas no sean objeto de abusos, torturas 
o lesiones. Si nos remitimos a la Convención Americana encontramos que el 
artículo 5° exclama que  
Artículo 5.  Derecho a la Integridad Personal  
 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.  
 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano.  
 3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente.  
 4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias 
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas 
no condenadas.  
 5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y 
llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su 
tratamiento.  
 6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados.  
Como se puede evidenciar esta es una cuestión sumamente compleja, pues la 
aplicación de la pena de muerte obligatoriamente es un atentado a la integridad 
personal de los seres humanos. No obstante, en los países en donde aún se 
aplica esta lamentable sanción, lo que se busca con este tratado internacional 
es humanizar dentro de lo inhumanizable la pena. Es impensable el martirio y 
la depresión que puede sufrir alguien que sabe que va a ser condenado a pena 
de muerte. Por ejemplo, en el caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. 
Trinidad y Tobago, la Corte señalo que  
todos los detenidos se encuentran bajo una constante amenaza de que en cualquier 
momento pueden ser llevados a la horca como consecuencia de una legislación y proceso 
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judicial contrarios a la Convención Americana. Según el informe presentado por la perita 
Gaietry Pargass, el procedimiento previo a la muerte en la horca de los sentenciados por 
el delito de homicidio intencional aterroriza a los prisioneros y los deprime, varios no 
pueden dormir debido a que sufren pesadillas y menos aún comer […] (CORTE IDH, 
2002, pág. 60). 
En resumen, jurídicamente la aplicación de la pena de muerte siempre 
vulnerará el artículo 5.1 de la Convención Americana, y en ocasiones de graves 
violaciones de derechos humanos puede llegar a vulnerar el artículo 5.2 del 
mismo tratado. Es necesario que los países avancen hacia su abolición, como 
se ha enunciado en este trabajo, es un debate agotado que es necesario 
terminar por el bien de la humanidad.  
Por contera, se puede analizar la relación de la pena de muerte con el derecho 
al debido proceso consagrado en el artículo 8° de la Convención Americana. 
En palabras de la Corte, esto  
se traduce en el principio internacionalmente reconocido de que los Estados que aún 
mantienen la pena de muerte deben aplicar, sin excepción, el más riguroso control sobre 
el respeto a las garantías judiciales en estos casos […] Si el debido proceso legal, con su 
conjunto de derechos y garantías, debe ser respetado en cualesquiera circunstancias, su 
observancia es aún más importante cuando se halle en juego el supremo bien que 
reconocen y protegen todas las declaraciones y tratados de derechos humanos: la vida 
humana (CORTE IDH, 1999, pág. 73). 
El conjunto de garantías que conforman el debido proceso deben ser 
respetadas, pues éstas significan el contra freno al poder punitivo del Estado 
en una sociedad democrática, haciendo más riguroso su análisis cuando se 
trate de la aplicación de la pena de muerte. La pena capital al ser una sanción 
arbitraria e irremediable exige el mayor de los controles y vigilancias porque lo 
que se busca privar es el más fundamental de los derechos, el derecho a la 
vida, sin el cual los demás derechos no pueden llegar a existir. En todo caso, 
en los países que conservan esta pena, éstos no la pueden imponer 
arbitrariamente sino conforme al cumplimiento estricto de ciertas garantías 
procesales en favor del procesado. En otras palabras, “la omisión del Estado 
de adoptar todas las medidas necesarias para garantizar un debido proceso en 
un caso de pena de muerte, indudablemente podría resultar en una injusticia 
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grave e irreversible, con el posible resultado de la ejecución de una persona, a 




La pena de muerte surge con la humanidad, al punto de convertirse en su 
contradicción más notoria. La aplicación de la pena de muerte como vacuna 
para curar el cuerpo enfermo de la sociedad, es una idea que, 
desafortunadamente, se mantiene incólume hasta nuestros días, pues, aunque 
los nombres de quienes la estudian cambian, su esencia se mantiene 
inalterable. Afortunadamente, desde el siglo XVIII se hace cada vez más eco 
en su supresión, desvirtuando uno a uno los falaces argumentos en donde se 
asienta esta sanción contradictoria para la existencia misma de la humanidad. 
Desde mediados del siglo XX, el Derecho Internacional y los diferentes 
sistemas internacionales, entre ellos el Sistema Interamericano de Derecho 
Humanos ha jugado un papel trascendental en la limitación y restricción de la 
aplicación de la pena de muerte, orientándola hacia su eliminación gradual.          
Sin embargo, un hallazgo encontrado en esta investigación es que la 
imposición de la pena de muerte no está prohibida por la Convención 
Americana de Derechos Humanos, por lo tanto, la jurisprudencia de la Corte 
IDH en función de esta regla indica las restricciones y prohibiciones concretas 
frente a su aplicación. No obstante, lo que se busca con los lineamientos de la 
Corte es avanzar hacía su eliminación total. Como se ha podido ver reflejado 
en este trabajo, conforme al Derecho Internacional, la Corte señala a los 
Estados que mantienen la pena de muerte una serie de restricciones y 
limitaciones establecidas en los diferentes instrumentos internacionales, en 
este caso la Convención Americana. Así pues, la ejecución de la pena de 
muerte hasta el día de su supresión exigirá a los Estados, en donde aún está 
vigente, un riguroso y estricto apego a las garantías judiciales que tiene el 
procesado, toda vez que ésta es una medida de carácter irreversible. 
Asimismo, también se establece la imposibilidad de que los Estados que la han 
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abolido puedan urgir por su restablecimiento, so pena de violar la Convención 
Americana.  
Respecto de los Estados que hacen parte de la OEA, y que aún mantienen 
vigente en sus ordenamientos jurídicos la pena de muerte, se encontró que 
violan la Convención Americana cuando aplican esta sanción de forma 
arbitraria, sin respetar el debido proceso; cuando no adecuan sus 
ordenamientos jurídicos a la aplicación de la pena de muerte únicamente para 
los delitos más graves, excluyendo los delitos políticos o conexos a ellos; 
cuando aplican la pena de muerte sin respetar el principio de nullum crimen, 
nulla poena sine praevia lege; cuando imponen la pena de muerte a personas 
menores de dieciocho años, mayores de setenta o en condiciones especiales; 
cuando ejecutan a personas que tienen en trámite solicitudes de amnistía, 
indulto o conmutación de pena. Si bien la meta propuesta por los diferentes 
tratados internacionales es que todos los Estados propendan por la supresión 
de este tipo de pena; mientras se avanza en este objetivo, la Corte IDH, como 
ya se expuso, ha establecido una serie de límites, y de medidas necesarias 
para garantizar la observancia del debido proceso y asegurar el cumplimiento 
de las medidas provisionales relacionadas con la pena de muerte. 
Por lo general la aplicación de la pena de muerte trae consigo graves 
violaciones de derechos humanos, desde la violación de derechos y libertades 
individuales hasta tratos físicos y psicológicos inhumanos y degradantes. Los 
procesados a pesar de sus errores cometidos tienen el derecho a ser tratados 
hasta el final de su juicio como seres humanos. Así las cosas, para avanzar 
hacia una sociedad verdaderamente democrática, respetuosa de los derechos 
humanos, es menester que todos los Estados supriman la pena de muerte y 
aprendan a perdonar a sus victimarios. Sólo el perdón nos puede hacer 
mejores seres humanos. Y el Estado, por su protagonismo en el mundo 
moderno, está en la obligación de propender por el perdón antes que, por 
preferir la venganza pública, disfrazada en la presunta legalidad de la 
aplicación de la pena de muerte. 
Finalmente, los que defienden la aplicación de la pena de muerte, por 
considerarla una retribución justa, en el sentido de que, si un delincuente no 
 
28 
respeta la vida de su víctima, es innecesario respetarle la suya; es imperativo 
detenerse, respirar hondo, y meditar por el valor de la vida en la sociedad 
moderna. Sin el derecho a la vida no hay la facultad de ejercer otros derechos, 
no hay la posibilidad de ser libres o felices, entonces, para avanzar hacia una 
sociedad más justa, hay que proscribir definitivamente estas ideas que 
encierran injusticia.  
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